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Sexto. ELABORAR un protocolo autonómico específico de desarrollo de la 
situación de riesgo de la Ley 26/2015 para los menores acompañados de adultos 
presuntas víctimas de trata.

El protocolo contemplará la intervención con la persona adulta, el menor, los 
organismos con competencia, y el recurso donde serán atendidos.

Séptimo. COORDINAR las actuaciones entre los organismos competentes en el 
seguimiento de la situación de riesgo en cada Comunidad Autónoma.

Hubo un acuerdo unánime entre todas las personas participantes sobre la 
necesidad y voluntad de seguir trabajando coordinadamente para abordar 
una realidad que está sometida a continuos cambios debido a la búsqueda 
por las mafias u organizaciones criminales de resquicios o puntos débiles en la 
intervención de los poderes públicos para obtener beneficios de las personas 
más vulnerables. 

A fin de poner en común los avances realizados por cada uno de los agentes, se 
celebrarán nuevos encuentros para la puesta en común del trabajo.

...

4.3. Colaboración con el Parlamento de Andalucía

...

En este ámbito, hemos tenido la oportunidad de analizar el proyecto de Ley de 
personas con discapacidad en Andalucía (BOPA de 15 septiembre de 2016) al 
contener diversas referencias a los derechos de las personas menores de edad 
afectadas por algún tipo de discapacidad.

Varias fueron las observaciones realizadas al mencionado proyecto normativo, 
si bien, de todas ellas destacamos las siguientes:

1) Respecto del ámbito educativo: Comienza el Proyecto dedicando un precepto 
a la protección del derecho a la educación para las personas con discapacidad, 
garantizándoles el acceso a una educación inclusiva permanente y de calidad 
que les permita su realización personal y social en igualdad de condiciones. Sin 
embargo, este loable principio ya venía siendo recogido en las leyes educativas, 
tanto estatal como autonómica, así como en el Real Decreto Legislativo 1/2013, 
de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General 
de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social. 

Es así que la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, vigente en la 
actualidad, se inspira, entre otros, en los principios de equidad, que garantice la 
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igualdad de oportunidades, la inclusión educativa y la no-discriminación y actúe 
como elemento compensador de las desigualdades personales, culturales, 
sociales, con especial atención a las que deriven de discapacidad.

Para garantizar la equidad, el Título II de la mencionada Ley determina los grupos 
de estudiantes que requieren una atención educativa diferente a la ordinaria 
por presentar alguna necesidad específica de apoyo educativo y establece los 
recursos precisos para acometer esta tarea con el objetivo de lograr su plena 
inclusión e integración. Y así define al alumnado con necesidades educativas 
especiales a quienes requieren por un periodo de escolarización o a lo largo de 
toda ella, determinados apoyos y atenciones educativas específicas derivadas 
de discapacidad o trastornos de conducta.

La Comunidad Autónoma de Andalucía cuenta desde 2008 con una Ley propia 
en materia educativa (Ley 17/2007, de 10 de diciembre, de Educación de 
Andalucía). El Título III lo dedica a la Equidad en la Educación, destacando el 
cambio de denominación en la identificación del alumnado con necesidades 
educativas especiales que ahora se denomina alumnado con necesidades 
específicas de apoyo educativo, entendiendo por tal aquel, entre otros, el que 
presenta necesidades educativas especiales debidas a diferentes grados y tipos 
de discapacidades personales de orden físico, psíquico, cognitivo o sensorial. 
Además. El Sistema garantiza su acceso y permanencia, y su escolarización se 
regirá por los principios de normalización, inclusión escolar y social, flexibilización, 
personalización de la enseñanza y coordinación interadministrativa.

Por otra parte, la Ley de Educación andaluza realiza una remisión expresa 
a la Ley Orgánica de Educación y a la Ley de Solidaridad en la Educación de 
Andalucía respecto a la forma y características en que se desarrollará la atención 
al alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo, sin perjuicio de 
las peculiaridades que se contienen en este texto.

En relación con los recursos humanos y materiales para la debida atención 
educativa de este alumnado, la citada norma dispone que los centros docentes 
que atiendan a este alumnado  dispondrán de los medios, de los avances 
técnicos y de los recursos específicos que permitan garantizar la escolarización 
de este alumnado en condiciones adecuadas.

También con la finalidad de facilitar la integración social y laboral del alumnado 
con necesidades educativas especiales que no pueda conseguir los objetivos 
de la educación obligatoria, esta Ley educativa impone a las Administraciones 
públicas la obligación de fomentar ofertas formativas adaptadas a sus 
necesidades específicas, estableciendo una reserva de plazas en las enseñanzas 
de formación profesional para el alumnado con discapacidad.
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Por tanto, como podemos comprobar, el reconocimiento del derecho al acceso 
a la educación para los menores con discapacidad está ya garantizado con las 
normas citadas. Ahora bien, el problema no se centra en el reconocimiento 
formal del derecho sino en la puesta en práctica de las actuaciones para 
su efectivo ejercicio. Y es que la inclusión oficial o formal siempre ha ido 
por delante de la inclusión real.

Hemos de tener en cuenta que los alumnos con discapacidad constituyen uno 
de los grupos con mayores riesgos de exclusión escolar y, por consiguiente, de 
exclusión social. De ahí que la calidad en la atención educativa que se les preste 
se convierta en un objetivo de primer orden para un sistema educativo que 
pretenda conseguir una educación para todas las personas. 

Sin embargo, poca efectividad tendrán estas loables proclamas si paralelamente 
no se dota a los colegios e institutos de los recursos personales y materiales 
necesarios para atender las necesidades específicas y diversas de cada alumno 
o alumna. Y es precisamente en este aspecto, en la insuficiencia de medios 
personales a los centros educativos, donde se centra, en este ámbito, el mayor 
número de reclamaciones que año tras año tramitamos en la Institución. Un 
asunto que se ha visto agravado con la crisis económica que nos azota y la 
paralela contención del gasto público que ha motivado que la atención que 
recibe el alumnado con discapacidad haya sufrido un retroceso en los últimos 
tiempos, con el consiguiente y comprensible temor de la comunidad educativa 
a que los sustanciales avances que con tanto esfuerzo se han conseguido en 
este ámbito puedan verse afectados de manera negativa.

Por otro lado, nos parece interesante que el Proyecto utilice el concepto de 
“inclusión” en lugar de “integración” como recogen las normas precedentes. 
Inclusión e integración son términos que en muchas ocasiones se utilizan como 
conceptos iguales que comparten un mismo significado, sobretodo en el ámbito 
educativo, sin embargo, no son términos sinónimos. 

De este modo, la educación inclusiva no sólo respeta el derecho a ser diferente 
como algo legítimo, sino que valora explícitamente la existencia de esa 
diversidad. Por lo tanto, inclusión total significaría la apuesta por una escuela 
que acoge la diversidad general, sin exclusión alguna, ni por motivos relativos 
a la discriminación entre distintos tipos de necesidades, ni por motivos relativos 
a las posibilidades que ofrece la escuela. La integración, sin embargo, se basa en 
la normalización de la vida del alumnado con necesidades educativas especiales 
para los que se habilitan determinados apoyos, recursos y profesionales. Propone 
adaptaciones curriculares como medidas de superación de las diferencias del 
alumnado con necesidades especiales; supone, conceptualmente, la existencia 
de una anterior separación o segregación.
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Por otro lado, el Proyecto omite la referencia a la gratuidad de la educación para 
el alumnado con discapacidad. Señala que la misma será inclusiva permanente 
y de calidad pero ninguna mención a su carácter gratuito. 

Desde la Defensoría postulamos por incluir esta referencia a las características 
de la educación para las personas con discapacidad, acorde con lo recogido en 
el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad 
y de su inclusión social, que dispone que las personas con discapacidad tienen 
derecho a una educación inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de 
condiciones con las demás. 

De otro lado, el Proyecto dedica otro precepto (artículo 16) a enumerar las medidas 
que el Sistema público educativo de Andalucía llevará a efecto para garantizar 
la atención educativa al alumnado con discapacidad con necesidades especiales 
de apoyo. Al respecto debemos incidir nuevamente en que todas estas acciones 
y medidas ya se encuentran recogidas en otras normas educativas, si bien el 
problema radica en la ausencia de medios suficientes para su puesta en práctica.

Sin perjuicio de lo señalado, consideramos que el Proyecto debería contener 
una referencia expresa a determinadas medidas que, en nuestro criterio, son 
necesarias para la debida atención educativa del alumnado con discapacidad. Nos 
referimos a la colaboración con las familias y a la formación del profesorado.

Ciertamente la colaboración entre familias y los centros escolares se presenta como 
un factor necesario con efectos altamente positivos no sólo para el alumnado sino 
también para padres y madres, profesorado, colegio y, en general, para toda la 
comunidad educativa. Son muchas las voces que proclaman que la participación 
de padres y madres en la vida escolar tiene significativas repercusiones en el 
rendimiento del alumnado del mismo modo que mejora las relaciones paterno-
filiales y las actitudes de los progenitores hacia el hecho educativo.

Así, los esfuerzos de los profesionales en el proceso evolutivo de muchos de 
estos alumnos y alumnas con necesidades específicas de apoyo educativo 
deben tener una continuidad en el ámbito familiar y, viceversa. De ahí que la 
colaboración a la que aludimos se haga más patente y necesaria en el caso 
de estos niños y niñas, los cuales, en muchas ocasiones, padecen importantes 
problemas de comunicación. 

Por otro lado, desde nuestra Institución tenemos la firme convicción de que 
los profesionales que trabajan con el alumnado con necesidades específicas 
de apoyo educativo están rindiendo un servicio de considerable importancia 
social al desempeñar un papel fundamental para que niños y niñas puedan 
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alcanzar su desarrollo y bienestar personal, así como para ayudarles a adquirir 
conocimientos y habilidades claves que necesitan como personas. Es por ello 
que nos parece de suma importancia que el Proyecto reconozca como una de 
las medidas a adoptar la necesaria formación de los profesionales.

Para concluir este apartado hemos de destacar que la Convención sobre 
los derechos de las personas con discapacidad, en su artículo 24, hace una 
especial referencia a asegurar la educación de las personas, y en particular los 
niños y las niñas ciegos, sordos o sordociegos, imponiendo a los Estados la 
obligación de adoptar medidas pertinentes para emplear a profesionales que 
estén cualificados en lenguaje de señas o Braille y para formar a profesionales 
y personal que trabajen en todos los niveles educativos. La referencia explícita 
a este colectivo de alumnos no se recoge en el Proyecto.

Finalmente el Proyecto contempla los servicios complementarios educativos 
señalando que se realizarán convocatorias específicas de becas y ayudas para 
este alumnado cuando las circunstancias así lo exijan. 

Por las características de estos alumnos y por las necesidades de sus familias, 
los servicios complementarios se convierten en un instrumento de especial 
relevancia para la anhelada conciliación de la vida familiar y laboral, para la 
continuidad del proceso de estimulación y formación del alumnado, y también 
como alternativa para la ocupación del tiempo libre de estos niños, niñas y 
jóvenes que tan difícil acceso tienen a determinadas actividades de ocio.

En nuestro trabajo somos testigos de las importantes dificultades y limitaciones 
que tienen muchos alumnos con discapacidad para acceder a los servicios 
complementarios, especialmente el comedor escolar, por lo que entendemos 
que el Proyecto debe contener una referencia explícita al derecho del 
alumnado con discapacidad a acceder a estos servicios educativos en igualdad 
de condiciones que el resto del alumnado, sin perjuicio de que para tal fin se 
realicen convocatorias específicas de ayudas públicas.

2) Respecto de la coordinación administrativa: Valoramos positivamente 
las distintas alusiones del Proyecto a la necesaria coordinación entre el ámbito 
sanitario, social y educativo. Sin embargo, echamos en falta que no se haya 
hecho alusión al ámbito educativo, en el artículo 13, cuando contempla las 
medidas del Sistema sanitario público. En efecto, la última de las medidas 
señaladas se refiere a la coordinación de las actuaciones con los servicios 
sociales para prestar una atención integral a las necesidades de las personas 
con discapacidad. Consideramos que el precepto debe incluir que cuando se 
trate de menores en edad escolarizados, sea cual sea el nivel educativo, la 
coordinación debe hacerse extensiva también al ámbito educativo.
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Esta proyecto ha culminado en la Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los 
Derechos y la Atención a las Personas con Discapacidad en Andalucía (BOJA nº 
191 de 4 de octubre de 2017).

...

6 ASUNTO DESTACADO: El otro rostro de la inmigración: Menores no 
acompañados y jóvenes inmigrantes extutelados

6.1. Introducción

Uno de los asuntos que concita mayor preocupación desde todos los ámbitos es 
la inmigración de menores sin referentes familiares o de otras personas adultas 
que los acompañen y protejan. Adolescentes que emprenden un duro periplo 
migratorio en solitario con el propósito de escapar de la miseria, la pobreza, o 
los conflictos bélicos, e intentar buscar una vida más próspera.

Según los datos actualizados entre enero y diciembre de 2017 han sido 28.349 
personas migrantes atendidas en las costas españolas, de las cuales un 14% 
han sido menores acompañados y no acompañados10.

Un porcentaje muy elevado de estos menores han llegado a nuestra Comunidad 
Autónoma. Durante 2017 el sustancial incremento de la llegada a Andalucía 
de adolescentes sin compañía de persona adulta procedentes del continente 
africano ha constituido, con probabilidad, el fenómeno más destacado. 

Desde los primeros meses del año los medios de comunicación se han venido 
haciendo eco casi a diario del rescate por Salvamento Marítimo de inmigrantes 
que arriban en pateras. De manera más significativa el mar de Alborán se ha 
convertido así en la meta de llegada para muchos chicos y chicas hacia una 
nueva vida que les depare un futuro, incierto, pero al fin y al cabo un futuro 
mejor que aquel que les aguardaba en la tierra que han debido dejar atrás. 
Aunque lamentablemente para otros muchos jóvenes el mar representa el 
destino más trágico del ser humano: la muerte. 

La llegada de menores inmigrantes no es un fenómeno nuevo. En las últimas 
décadas hemos asistido a un sustancial incremento de flujos migratorios de 
personas entre los denominados países pobres y países ricos. España no ha 
estado ajena a esta realidad y, a diferencia con otras épocas, ahora somos 
receptores de la emigración, nos posicionamos en estos momentos junto a 
aquellos países que reciben a personas de países empobrecidos.

10	 ACNUR, “Refugees and Migrants arrivals to Europe in 2017”, disponible en data.unhcr.org/Mediterranean 
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